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             Señales  de Alarma

En el Perú de hoy concurren tres procesos importantes, con diferentes grados de claridad y profundización: La transición democrática, la descentralización y la modernización del Estado.

¿Pero qué viene ocurriendo con estos procesos? 

El Acuerdo Nacional para aportar a la viabilidad de la transición democrática, se encuentra semiparalizado y sus 29 políticas de Estado concertadas no siempre son parte de las prioridades de la agenda política nacional. 

La descentralización ha reducido su intensidad y ritmo inicial; en materia de modernización del Estado, no transciende por donde van las propuestas de las reformas pendientes, especialmente la reforma del Poder Ejecutivo, y se disemina la preocupación, respecto a que la voluntad política para proseguir con las reformas democráticas pendientes ya se habría abandonado.

En el marco de la descentralización, como hechos positivos tenemos que las nuevas autoridades regionales y locales han asumido sus cargos y se ha conformado el Consejo Nacional de la Descentralización, aunque este aún no se ha ganado la confianza ciudadana como el gran promotor de la reforma descentralista. La Comisión de Descentralización y Regionalización del Congreso mantiene la iniciativa legislativa y está preparando varios proyectos de Ley, entre ellos, uno sobre la participación y concertación ciudadana. 

Entre los hechos negativos tenemos que el Parlamento aprobó una ley orgánica de municipalidades que,  entre otros aspectos, no recoge toda la rica y diversa experiencia de participación ciudadana. Lamentablemente el tema regional o municipal que más trasciende a través de los medios es el de sueldos y dietas de 

presidentes y consejeros regionales, así como de alcaldes y regidores, tema que comienza a distanciar a las autoridades de los ciudadanos.

Adicionalmente, en el campo de la democracia aparecen signos alarmantes como que los Poderes Ejecutivo y Legislativo no se sienten muy convencidos de salir en defensa de los derechos de los ciudadanos en el conflicto surgido con la Empresa Telefónica en torno a la cuestión de las tarifas mensuales. Se inicia una nueva campaña de desprestigio contra las ONGS acusándolas de “que el 95 por ciento se roban los recursos de la cooperación internacional y estos no llegan a los pobres”.

Todo indica que el clima de intolerancia contra las ONGS, actores clave en los procesos de desarrollo,  es una respuesta al impulso de la fiscalización social que parece incomodar o fastidiar a muchos representantes políticos, acostumbrados a hacer o deshacer, sin dar explicaciones a la ciudadanía, que en última instancia es quien les delega  su representación.

Esta situación es percibida  por sectores de la opinión pública como “más de lo mismo”, como que el peso de las tradicionales políticas negativas vuelve a irrumpir en el escenario, agotándose rápidamente el entusiasmo por los cambios, por el interés de armonizar la ética con la política, por la transparencia en las decisiones, por la cultura de la tolerancia y la búsqueda de los consensos para ampliar los caminos hacia la gobernabilidad democrática y el desarrollo sostenible.

Desde Redal 21 expresamos nuestras expectativas de que esta situación  se aclare  de modo favorable, pues la política y la gobernabilidad democráticas, el impulso a las reformas y la tolerancia entre todos son, entre otros aspectos, fundamentales para sentar la bases para el desarrollo sostenible, especialmente para enfrentar la pobreza y exclusión social, el desempleo y la reversión de la degradación ambiental, tres de las principales preocupaciones de los procesos de AL21.


De la Agenda Local 21 a la Agenda para la Acción

La “Acción Local 21” fue lanzada en la sesión de Gobiernos Locales de la Cumbre Mundial de Johannesburgo (CMJ) como un movimiento para la segunda década de la AL21. Constituye un mandato para las autoridades locales de todo el mundo con el fin de que pasen de la agenda local a la acción y aseguren la implementación acelerada del desarrollo sostenible (DS).

Mediante la Acción Local 21 se pretende reforzar el movimiento de las AL21 de los gobiernos locales para crear comunidades y ciudades sostenibles, y proteger, al mismo tiempo, los bienes comunes globales. La Acción Local 21, sirve de guía para direccionar los cambios necesarios y contribuye a que sean más eficientes los esfuerzos en respuesta a los objetivos y exigencias de AL21, las Convenciones de Río, la Agenda Hábitat y la Declaración del Milenio.

El análisis de cerca de 6,400 procesos de AL21 identificados alrededor del mundo, en la etapa preparatoria de la CMJ, dejo en evidencia una cierta fatiga o dificultades de dichos procesos debido al retardo en su implementación.

Cada vez son mayores las demandas que los pueblos del mundo hacen para encontrar soluciones efectivas a los problemas concretos. Las estrategias de la Acción Local 21 aportan a la  necesidad  de una implementación sistemática y estable de los planes de   AL21.

Con la finalidad de  promover comunidades y ciudades más sostenibles, es indispensable una cultura política de desarrollo comunitario, la participación de las partes interesadas en la construcción de los consensos debe ser creada y reforzada, diseminada y mantenida. Hasta la fecha, a través de los procesos de planificación para el desarrollo sostenible han

sido elaboradas visiones comunitarias, se ha determinado las prioridades y establecidos metas y objetivos concretos para la acción, pero aún son escasos los resultados.

Diez años después de asumidos los acuerdos de Río de Janeiro, los gobiernos locales están decididos a entrar en una década de implementación acelerada y eficaz. ¿Qué  retos significa esto para la Acción Local 21?. Fundamentalmente tres:

1. Ayudar a las comunidades a ir de la planificación general del desarrollo sostenible (DS) a enfrentar los factores específicos que impiden los cambios para avanzar hacia el DS: pobreza, injusticia, exclusión y conflicto, ambiente insalubre y falta de seguridad. El primer camino a  seguir es creando comunidades y ciudades sostenibles.

2. Reducir la contribución  futura de las ciudades  a la degradación ambiental y de los recursos en todo el mundo que inciden seriamente en las ciudades y sus habitantes. Otro camino a seguir  es la protección de los bienes  comunes globales.

3. Introducir los instrumentos necesarios en la gestión municipal para asegurar la implementación estable, el monitoreo eficaz y el mejoramiento continuo. Un tercer camino a seguir es la institucionalización de las gestiones municipales para la sostenibilidad, aplicando los más actualizados sistemas y herramientas.

Las prioridades para crear comunidades y ciudades sostenibles

La Acción Local debe  contribuir a resultados tangibles con relación a las prioridades. En este camino, cuatro son las prioridades:

a) Economías locales viables para erradicar la pobreza. Tienen a la vista la meta uno de la Declaración del Milenio.

b) Comunidades justas y pacificas, que toman en cuenta los aspectos sociales de la sostenibilidad y las habilidades de una comunidad. Enfrentan efectivamente las tensiones entre los diversos sectores sociales.

c) Ciudades ecoeficientes, que tomen en cuenta los temas ambientales relacionados con la calidad del aire, eficiencia de la energía, gestión de los recursos integrados de agua, gestión de la disposición de residuos, ecomovilidad y otros.

d) Comunidades y ciudades que tengan a la vista las habilidades de las mismas y su preparación para enfrentar acontecimientos inesperados, como los desastres naturales, industriales y las crisis económicas; asegurando la infraestructura urbana capaz de soportar los terremotos, calor y sequía, inundaciones, etc. 

Las prioridades en la protección de los bienes comunes globales

El DS requiere un enfoque integrado para crear comunidades y ciudades sostenibles, cada política pública, plan o acción orientada  a crear ciudades habitables debe, al mismo tiempo, proteger los bienes comunes globales, de los cuales depende la vida humana.

Dentro de los bienes comunes globales que los gobiernos locales están decididos a proteger, tenemos cinco que se sintetizan el  acrónimo WEHAB,  en inglés: 

Agua y saneamiento:  Por lo menos mil millones de personas no tienen agua potable y el doble no cuenta con saneamiento adecuado.

Energía:  Por lo menos dos mil millones de personas carecen de servicios modernos de energía y es indispensable promover energías renovables y reducir el exceso de consumo por pocos.

Salud: Urgen enfrentar los efectos de los materiales tóxicos y peligrosos; reducir la polución del aire que mata a tres millones de personas al año; bajar la incidencia de malaria.

Producción agrícola: la degradación de la tierra afecta cerca de los dos tercios de la producción agrícola mundial.

Biodiversidad y gestión de los ecosistemas: La mitad de los bosques tropicales y manglares están  amenazados. 

La Acción Local 21 emprenderá una serie de campañas y programas orientados a la protección de estos bienes comunes que serán apoyadas por el ICLEI, otras entidades no gubernamentales, la OMS, etc.

Las prioridades en el fortalecimiento de la gestión municipal

Para incrementar las capacidades de la gestión municipal, se promoverá la adhesión a principios claves (la Carta de la Tierra, los principios de Melbourne), la gobernabilidad  local participativa, las políticas públicas  y practicas apropiadas, nuevos mecanismos de gestión (como los sistemas de gestión ambiental).

Estas son las grandes prioridades que apoyará la Acción Local 21, para  pasar de la planificación a la  gestión  concreta que debemos tomar en cuenta  como referente en el Perú y en otros países en los casos de las ciudades que ya cuentan con procesos de AL21.  

Para  debatir cómo hacerlo e intercambiar experiencias, el ICLEI con apoyo de GTZ realizará el coloquio “Estrategias para la Acción Local 211 en América Latina y El Caribe”, del 20 al 22 de marzo en la ciudad de  Sao Paulo, Brasil.

Pero ¿Qué debe hacerse en los casos que aún no  han trabajado su AL21?. La respuesta es obvia, fomentar procesos de planificación del DS, pero tratando de poner la puntería en el blanco, incorporando las prioridades señaladas.

Referencia: “De la  Agenda Local 21 a la Acción Local 21”, Konrad Otto-Zimmermann, Secretario General del ICLEI.


       Aproximaciones a la

participación ciudadana (I)

Breve presentación

Con el presente iniciamos una serie de artículos para  poner en debate y construir consensos sobre el contenido, alcances y proyectos de la participación ciudadana, como  factor decisivo del desarrollo sostenible.

1. La participación ciudadana como        derecho y deber

La participación ciudadana es un conjunto de procesos graduales que integran a los ciudadanos en forma individual o colectiva, en la toma de decisiones, la fiscalización, control y ejecución de las acciones en los asuntos públicos. Acciones  que  impactan en lo político, económico, social, cultural y ambiental. 

Como conjunto de procesos, la participación es un vehículo que facilita el pleno desarrollo humano de los ciudadanos y el de la comunidad  de la que es parte.  

El objetivo de la participación es promover la eficiencia en la gestión pública, el cumplimiento de los fines de las entidades del Estado, orientar  la gestión a la obtención de resultados tangibles, en beneficio equitativo de los ciudadanos. 

La participación,  como derecho de los ciudadanos  a intervenir  en los asuntos públicos,   en los diversos ámbitos y escalas de actuación del Estado y de sus organismos públicos descentralizados, constituye un  factor fundamental del desarrollo  integral y sostenible.

Se puede afirmar, por  ejemplo,  que no existe posibilidad de superar la pobreza, el desempleo y la exclusión social  sin la participación ciudadana. Pero al mismo tiempo, la participación es un deber que debe  reflejar  la corresponsabilidad de cada uno,

con  la vigencia o ampliación de los derechos ciudadanos y el desarrollo en general de los demás.

La participación, en el fondo, es  un proceso histórico cultural, fruto de las prácticas, valores y tradiciones de las comunidades. La participación no puede nacer con una simple ley, decreto u ordenanza. Aunque el derecho, es decir, las normas, pueden ayudar,  lo más importante desde el punto de vista cualitativo y cuantitativo son las propias prácticas participativas. 

La ley y otras normas se deben alimentar de los procesos sociales y del propio desarrollo y evolución de los valores, tomarlos y regularlos, pero no pueden crear la realidad.  

Coherente con ello, parte de la rica experiencia de participación peruana, especialmente de concertación en los espacios locales, fue recogida precisamente de  la Ley de Bases de la Descentralización y la propia Ley Orgánica de Gobiernos Regionales. 

Ambas nutren la cultura de diálogo y de concertación que  se está fomentando desde los primeros días de la transición democrática en que nos encontramos y una de cuyas expresiones superiores es la concertación de 29 políticas de Estado como parte del Acuerdo n Nacional.

La participación de los ciudadanos en los asuntos públicos se hace, en tanto, portadores de intereses sociales concretos, individuales o  colectivos,  que se expresan en un contexto  económico, social, político, ambiental y cultural, muy heterogéneo. 

En esta realidad heterogénea, los conceptos de ciudadanía y participación están íntimamente vinculados a la idea de derechos individuales y  a la noción de pertenencia a la comunidad. Participar no sólo “es tomar parte” (en el consumo y la información), sino también, “es tener parte” (acceso a los recursos) y “ser parte” (sentido de pertenencia, identidad)

Si bien en los procesos de desarrollo es posible que los ciudadanos  puedan intervenir en diversos aspectos y niveles, lo fundamental de una democracia participativa, es participar en la toma de decisiones,  expresión más alta del  derecho ciudadano.

Asumiendo como cierto y válido el criterio que  participar  significa tener derecho simultáneo a informarse, coordinar, emitir opiniones consultivas, no es posible hablar con  propiedad de un ejercicio de plena ciudadanía si los ciudadanos no pueden o están impedidos de participar la toma de decisiones. 

Por ejemplo, sobre  los planes de desarrollo, las prioridades del presupuesto públicos y el gasto público mismo o controlar la gestión publica.  

Finalmente, debemos recordar que la participación es una construcción social, que implica costos y que supone la superación de problemas  que afectan a muchos. Estamos muy lejos  de  que sea una práctica natural o espontánea. 

Por el contrario, depende de la promoción,  de la presencia de recursos materiales o simbólicos movilizables, de la existencia y naturaleza de los liderazgos sociales, de la intervención de los agentes externos y  de las  oportunidades políticas establecidas por el Estado. 

Constituye también  una oportunidad para  que las autoridades incrementen su nivel de  efectividad,  pasando del status de autoridades tradicionales a la de líderes de procesos facilitadores y catalizadores en la construcción de consensos y de  gestiones compartidas.

2. Dos tendencias generales de carácter contradictorio

En las cuestiones de participación ciudadana tenemos dos tendencias generales en permanente tensión. 

La primera, está representada por los enfoques y acciones que buscan con  creciente convencimiento, las maneras de participación  efectiva  de la ciudadanía.  

En este caso se parte de la identificación y reconocimiento de las capacidades para participar, promoviéndose las condiciones para ello. Estas acciones, significan prácticas sustantivas e informadas, innovadoras y funcionales a los cambios que se requieren desde visiones  de desarrollo futuro y desde objetivos compartidos. 

La participación así entendida y practicada  se constituye en un medio de socialización de la política, desde una perspectiva muy amplia y  como un medio para  ampliar lo público hacia las esferas de la sociedad civil, fortaleciendo a las organizaciones de ésta.  

La segunda, representada por los enfoques y acciones de los que ven la participación  como  meras relaciones entre autoridades y ciudadanos para escuchar algunas voces y evitar conflictos o, en el mejor de los casos, aprovechar la participación en beneficio de los propios puntos de vista o intereses o de las políticas y programas oficiales. 

En este caso la participación es degradada a simple herramienta que sólo busca la eficiencia y eficacia de las acciones gubernamentales, pero excluyendo los intereses legítimos y reales de la ciudadanía.  

Estas opciones de participación significan prácticas utilitaristas y tradicionales, funcionales al status quo. Son promotores de estas tendencias aquellas autoridades a quienes la participación los incomoda o fastidia, pero que se ven obligados a tolerarla.



La declaración de la sociedad civil en la cumbre de Johannesburgo (CMJ)

La Declaración Oficial de la CMJ, el llamamiento de los gobiernos locales,  la propuesta de la Agenda  a la Acción Local 21,  reflejan los enfoques y las propuestas de los estados nacionales y de los gobiernos locales, sobre como insistir en los esfuerzos para abrir caminos hacia la sostenibilidad del desarrollo. 

Pero tan importantes como estos pronunciamientos, lo es también la Declaración de la Sociedad Civil (SC), aprobada en  septiembre del 2003, con motivo de la CMJ.

¿Qué dice esta Declaración?.

La declaración propone que forjar un mundo sostenible es posible y que para ello es indispensable actuar urgentemente para combatir los grandes problemas, mediante la conformación de redes y alianzas entre las organizaciones sociales, llamando a los gobiernos a que cumplan con sus responsabilidades.

En cuanto  a los temas centrales, la SC fundamenta la necesidad de que se priorice las cuestiones siguientes:

En lo social: se reafirma la equidad de todas las personas y se reivindica el derecho de éstas a participar en la formulación y diseño de las políticas sobre el desarrollo sostenible en el proceso de implementación. 

Se exige el pleno respeto de las convenciones internacionales sobre derechos humanos, especialmente de las comunidades indígenas y  se señala que todas las personas tienen derecho a la tierra y al acceso a otros recursos naturales.

En lo económico:  Se reclama un comercio justo y libre; que los recursos del planeta sean 

compartidos por todos, sin crear grandes concentraciones de riqueza, y al mismo tiempo pobreza y hambre. Se reconoce la necesidad de  desarrollar e implementar las obligaciones legales y las reglas globales para controlar las actividades de las corporaciones empresariales, especialmente sobre temas críticos de carácter económico, social y ambiental.

Se plantea una vez más la urgencia de revisar las condiciones y cancelación de la deuda externa económica que ligada con la deuda social y ecológica, se convierten en graves impedimentos para el DS en los países del Sur, insistiéndose que los recursos naturales y los servicios básicos como salud, educación, vivienda, agua, saneamiento deben estar en el dominio público como bienes comunes para la gente.

En lo político: En esta dimensión se prioriza la transparencia, la participación, el derecho a la propia determinación de los países (soberanía) y el imperativo de reducir el gasto en armas y erradicar las guerras y conflictos armados.

En medio ambiente: La búsqueda de la sostenibilidad ambiental, sobre la base del control de los recursos biológicos y el manejo de los recursos naturales, el rescate de los conocimientos tradicionales, la eliminación de los problemas ambientales globales; el rechazo de la ingeniería genética mientras no se tenga pleno conocimiento de que su uso es seguro. 

Avanzar hacia la sostenibilidad y acceso igualitario a los recursos marinos y costeros; disminuir el uso de los combustibles fósiles que causan los cambios climáticos que afectan  sobre todo a los más pobres.

Los actores públicos y privados involucrados en el movimiento por la sostenibilidad del desarrollo, deben de considerar en sus planes y acciones estas prioridades que la SC mundial planeó en la CMJ.


La reciente observación por parte del Ejecutivo a la nueva Ley Orgánica de Municipalidades, ha originado una sensación de incertidumbre en los alcaldes democráticos del país. 

El congresista Ernesto Herrera, de las filas de Perú Posible, es una voz autorizada en el tema. Su experiencia como ex alcalde del puerto de Ilo durante tres periodos  consecutivos nos permite aproximarnos a una realidad que merece una profunda reflexión para no volver a cometer los errores del pasado.

Redal 21.- ¿Considera que es oportuna la observación por parte del Ejecutivo de la     nueva Ley Orgánica de Municipalidades?

EHB.- Según la Constitución Política del Estado el observar las leyes es una prerrogativa  del Presidente de la República.

De manera que la observación es un mecanismo constitucional que permite perfeccionar las normas y por ende el sistema jurídico en el país.

Indudablemente que la observación del Ejecutivo a la nueva Ley Orgánica de Municipalidades está en ese camino, por lo que consideramos oportuna la misma a fin de recoger nuevas ideas y propuestas que permitan contar con una ley no sólo nueva sino moderna y ágil que sirva como instrumento para la democratización del país, así como la modernización, descentralzación y desconcentración del Estado.

Redal 21.- Desde su experiencia de hace más de 20 años en la práctica municipal qué aspectos de importancia no han sido contemplados en esta ley? ¿Qué le agregaría?

EHB.- En las diferentes municipalidades del país se ha desarrollado diferentes experiencias de carácter participativo como las mesas de concertación, participación en la prestación de servicios, los presupuestos participativos, la cogestión en la ejecución de 

obras como el asfaltado o pavimentado de calles, los cabildos abiertos sectoriales, las sesiones del Concejo con la participación de los vecinos, etc. que no han sido recogidas en la autógrafa observada

Redal 21.- ¿Esta nueva Ley fortalece el asociacionismo municipal desde una nueva perspectiva o mantiene las mismas características que la ley anterior? 

EHB.- En principio señalamos que la vigente Ley Orgánica de Municipalidades N° 23853 trata el tema en un artículo, el 125, la autógrafa en dos (122 y 123). 

Si bien es cierto la actual habla de una asociación, mientras que la nueva de asociaciones, creemos que debió señalarse que ese tipo de asociacionismo puede darse desde diferentes aspectos: territorial, sectorial, temático, etc.. 

En suma creemos que se mantienen las características.

Redal 21.- ¿Qué iniciativas existen en el legislativo para ampliar los recursos que son transferidos a los gobiernos locales? ¿Usted tiene alguna propuesta en concreto?
EHB.- Si bien es cierto que las Municipalidades, en la década pasada, han sufrido una serie de despojos en cuanto a recursos económicos y competencias, con el gobierno de transición y con el presente aún no se logra restituirles totalmente esos recursos y competencias. 

Sin embargo, existen algunas iniciativas legislativas en esa dirección y que debe ser la nueva Ley de Municipalidades que consolide dicha restitución.

Por lo demás, hemos presentado iniciativas legislativas para que se concretice tal restitución como el devolverles las competencias asumidas por COFOPRI, el que tengan participación en el cobro del peaje, etc. 

Redal 21.- ¿Está ley toma en cuenta el rol que juegan los gobiernos locales desde una perspectiva del desarrollo sostenible?

EHB.- Creemos que no, porque aún no se logra internalizar qué es el desarrollo sostenible, reduciéndole sólo al aspecto ambiental, cuando el mismo pasa por los aspectos económico, social y cultural.

Es decir, aspectos que deben estar necesariamente interrelacionados para el desarrollo sea verdaderamente sostenible, en el que las generaciones presentes y las futuras puedan satisfacer sus más elementales necesidades.

Redal 21.- ¿Esta de acuerdo la forma de como la nueva Ley aborda el tema de la participación ciudadana?


Telefonía, usuarios y lobbies (*)

Una de las grandes debilidades de la actual coyuntura social y política del país es la ausencia de la sociedad civil, de los usuarios, de los consumidores, en suma, de la ciudadanía en general, de contar con mecanismos para  protegerse y participar en la regulación y control de sus derechos y responsabilidades ante las grandes empresas de servicios, como es el caso de Telefónica del Perú.

Curiosamente, el conflicto surgido por la anulación de la renta básica y el cobro por segundo en vez del minuto, no surge por una tenaz ofensiva y movilización de los miles de usuarios del servicio, sino, como consecuencia de una iniciativa presentada por varios legisladores que consideraron que este asunto, merecía una profunda revisión por los enormes privilegios económicos que se le otorgaba a la trasnacional española y la connotación política que arrastraría como consecuencia.

EHB.- La participación ciudadana es un derecho de los vecinos y que también debiera ser  un deber, por el que la población participa (valga la redundancia) en los asuntos públicos, individual o colectivamente. 

Es por ello que el tema de la participación de la sociedad civil en la formulación y elaboración de los planes estratégicos concertados y presupuestos participativos resulta ser clave en la relación democracia representativa-democracia directa. 

Sin embargo la autógrafa aún no aborda el tema con la fuerza que debiera hacerlo, pese a que ya se tiene un conjunto de normas distribuidos en la Constitución, en la Ley de Bases de Descentralización y en la Ley Orgánica de Regiones.

Estos privilegios, sumados a la falta de transparencia en los costes tarifarios y la limitada calidad del servicio en comparación a otros países de la región, ocultaba un millonario negocio que se mantenía oculto por los numerosos lobbies que involucraban a congresistas, varios ministros, altos funcionarios del gobierno y de la empresa española.

La crisis se origina cuando el proyecto de ley aprobado por el Legislativo que proponía la anulación de la renta básica y se procedía al cobro por segundo en la llamada telefónica (reivindicando de alguna manera la adecuación de una tarifa social coherente con el costo real del servicio prestado)  fue observado por el Ejecutivo.

Si bien es cierto, la cobertura del servicio se ha ampliado de manera significativa en los centros urbanos con mayor dinamismo en los últimos años, el acceso de los sectores de menores recursos a una línea es cada vez más distante y oneroso, sin contar, que en las zonas rurales, recién, como resultado de esta crisis, Telefónica a presentado al Osiptel, un programa de expansión en telefonía rural de 14 mil nuevas líneas para los próximos  años. 

Según datos del INEI hasta el 2002 sólo el 1,3 por ciento de la población rural contaba con una línea  telefónica, porcentaje que no refleja en la realidad un crecimiento significativo, luego de cinco años de operaciones desde que los servicios de telefonía fueron privatizados.

Tampoco  se trata de que el servicio que presta la transnacional española no sólo implique la instalación de un sistema de comunicaciones para acortar las distancias, sino que además, sea un servicio de  calidad  y no de cobertura, aspecto que a la larga  tendrá numerosas limitaciones técnico operativas por la dificultades geográficas que presenta nuestro país.


     Poder y desarrollo local

La unidad de Post Grado de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos está convocando a la diplomatura “Estudios sobre poder y desarrollo local”. La entrevista de admisión está programada para los días 24,25 y 26 del mes en curso.

El objetivo del curso tiene por finalidad reflexionar y producir conocimientos sobre la problemática del poder en los espacios locales y contribuir al fortalecimiento de la gestión local con la participación de las organizaciones sociales, culturales, económicas e instituciones públicas así como privadas, afirmando procesos de construcción de democracia participativa sustentadas en el autogobierno y la autogestión
El curso está divido en dos semestres. El primero tendrá como temas: Teorías del desarrollo local/regional; procesos de planificación y gestión del desarrollo local; seminario sobre Estado, municipios y descentralización; taller sobre poder y desarrollo local I; y, taller de metodologías de planificación estratégica/ prospectiva.
Para el segundo semestre se dictarán: Ordenamiento y acondicionamiento territorial sostenible; gestión municipal, local y regional I; seminario sobre economía popular y espacios locales; taller sobre poder y desarrollo local, etc.

Finalmente, lo más alentador es que estamos ingresando a un proceso donde la ciudadanía, recién empieza a tomar en serio el rol que les toca cumplir en el control y fiscalización de los servicios que recibe. 

Para ello, organizaciones de usuarios y consumidores como la Aspec están impulsando campañas de sensibilización donde abordan con mucha claridad y precisión el tratamiento de estos temas. Sin duda, es un avance que abrirá espacios de participación de los usuarios donde antes eran vedados, precisamente porque tras estos pactos infames predominaron los intereses económicos de grupo antes que los intereses colectivos de nuestra sociedad.

(*) Por : Paul Pilco Dorregaray

Email: ppilco1@hotmailcom 

Para mayor información dirigirse a: postcs@unmsm.edu.pe; rarroyo@imp.gob.pe. O al teléfono de la unidad de Postgrado 451-7193. Sólo hay 40 vacantes.

Taller de Formulación de

FCPV en Casma

El 20 y 21 de marzo se realizará en la ciudad norteña de Casma, el II Taller de Formulación del Programa Nacional Ciudades para la Vida y el Plan de Necesidades de Capacitación. El encuentro será en el hotel El Farol de esa ciudad.

La agenda de trabajo consistirá en una asamblea extraordinaria  de corta duración para la ratificación de los nuevos socios que no pudieron formalizarse anteriormente, y varios puntos más de importancia institucional. Hasta el cierre de la presente edición los socios de los foros Sur, Centro Selva, Norte y Lima continuaban remitiendo sus fichas de confirmación para participar en esa importante actividad. 



Taller de preparación II Etapa Proyecto Coastman

Juan Carlos Sueiro

Del 3 al 8 de marzo se se realizó en Puerto Montt, Chile, el último taller regional del Proyecto Coastman que impulsa Inwent (antes CDG), con la participación de delegados de Colombia (Invemar, Ministerio del Medio Ambiente y las corporaciones regionales del Cauca y de San Andrés) Chile (Universidad de Concepción, Conama de la 8va región y el proyecto de ordenamiento territorial del Bio Bio), Ecuador (Programa de Manejo de recursos costeros), México (Ong Biocenosis) y Perú (Foro Ciudades para la Vida).

Los objetivos de Coastman son reforzar capacidades para la gestión integrada de la zona costera, a través de cursos cortos de entrenamiento, mediante la utilización práctica de metodologías para el planeamiento, la comunicación  e inter acción en grupos de trabajo específicos y en la formulación de proyectos.

Precisamente esta última reunión con la participación de M. Foth, coordinador del Proyecto y Uwe Krappitz, facilitador del taller, se han definido la estructura básica de una matriz de proyectos en el formato del marco lógico, que corresponden a la 2da etapa del proyecto Coastman a desarrollar del 2004 al 2006.

Incluye las propuestas del fin, objetivo superior y de desarrollo, así como el objetivo del proyecto, los resultados que se esperan alcanzar, los indicadores para medir ello, sus fuentes de verificación y los supuestos y pre condiciones necesarias para la marcha del proyecto.

A continuación presentamos los principales resultados del taller:

Grupo de Beneficiarios:

Actores locales y nacionales involucrados en el Manejo Integrado de Zonas Costeras (MIZC)


Objetivo Superior:

El MIZC ha sido reconocido en los países de Coastman como estrategia efectiva para el Desarrollo Sostenible.

Objetivo de Desarrollo:

En la región se han puesto en marcha procesos efectivos de MIZC con enfoque participativo.

Objetivo del Proyecto:

En el MIZC los participantes de Coastman aplican sus capacidades de gestión en acciones concretas y más actores locales y nacionales participando y promoviendo procesos de participación.

Resultados Esperados:

R1 : Redes nacionales y regionales de intercambio y cooperación construídas y en operación.

R2: Se habrá transferido conocimientos en MIZC a los beneficiarios del proyecto.

R3: Se han constituido alianzas estratégicas para el MIZC con gobiernos locales, regionales nacionales, con organizaciones de la sociedad civil e instituciones internacionales relevantes.

R4: Se habrá alcanzado la sostenibilidad financiera del proyecto Coastman de Latino América.

Asimismo se ha establecido una agenda por países.

En nuestro caso comprende la participación en un Taller sobre Manejo de Zona costera el 26 de marzo, en Piura, con aporte local. Y en mayo la realización de un taller nacional cuyo tema propuesto es:

Estrategia de incorporación del MIZC en los planes de desarrollo regional, propuesto para el 21 al 23 de mayo del presente año.

(*) Email: jcsueiro@cooperacción.org.pe
Redal 21 (FCPV-ICLEI-GTZ)
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